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Heroica Puebla de Zaragoza, a doce de junio de dos mil veintiséis. 

VISTOS los autos que integran el Juicio para la Protección de los 

Derechos Político-Electorales de la Ciudadanía al rubro indicado, 

promovido por María Guadalupe Leal Rodríguez en su carácter de 

militante del Partido Acción Nacional, para controvertir la resolución 

dictada por la Comisión de Justicia del Consejo Nacional del 

mencionado instituto político, dentro del expediente CJ/QJA/027/2025. 

1. GLOSARIO 

CDE: Comité Directivo Estatal del Partido Acción 
Nacional en el estado de Puebla. 

CDM, Comité Directivo 
Municipal: 

Comité Directivo Municipal del Partido 
Acción Nacional. 

CEN: Comité Ejecutivo Nacional del Partido 
Acción Nacional. 
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CEPE, CEPE Puebla: Comisión Estatal de Procesos Electorales 
de Puebla. 

Comisión de Justicia: Comisión de Justicia del Consejo Nacional 
del Partido Acción Nacional. 

Constitución Federal: Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Constitución Local: Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Puebla. 

CIPEEP, Código 
Electoral Local: 

Código de Instituciones y Procesos 
Electorales del Estado de Puebla. 

JDC, Juicio de la 
Ciudadanía:  

Juicio para la Protección de los derechos 
Políticos Electorales de la Ciudadanía.  

Órgano responsable, 
responsables, 
comisión de justicia: 

Comisión de Justicia del Consejo Nacional 
del Partido Acción Nacional. 

PAN, partido político: Partido Acción Nacional. 

Parte actora, 
promovente: 

María Guadalupe Leal Rodríguez. 

Parte tercera 
interesada: 

Manuel Herrera Rojas. 

Reglamento de 
Justicia y Medios de 
Impugnación, 
Reglamento de 
justicia: 

Reglamento de Justicia y Medios de 
Impugnación del Partido Acción Nacional. 

Resolución 
impugnada: 

Resolución emitida el veinte de marzo por 
la Comisión de Justicia dentro del recurso 
de queja CJ/QJA/027/2025. 

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. 

Sala Regional, 
SRCDMX: 

Sala Regional del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación 
correspondiente a la Cuarta 
Circunscripción Plurinominal con sede en 
la Ciudad de México. 

VPMRG: Violencia Política contra las Mujeres en 
Razón de Género. 

 

2. ANTECEDENTES 

Los hechos que a continuación se señalan corresponden al año dos 

mil veinticinco, salvo mención expresa contraria. 
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2.1. Convocatoria. El treinta y uno de octubre se publicó la 

convocatoria para la segunda asamblea municipal de la elección del 

Comité Directivo Municipal del PAN en Puebla. 

2.2. Registro de planillas. El dieciséis de noviembre se realizó el 

registro de las candidaturas a la Presidencia, Secretaría General y 

demás integrantes del Comité Directivo Municipal, en el que la 

promovente y el tercero interesado fueron registrados como 

candidatos en diferentes planillas, a fin de contender por la 

Presidencia y la Secretaría General, respectivamente. 

2.3. Queja ante la Comisión de Justicia. El dos de diciembre, la 

actora presentó queja ante la Comisión de Justicia, por hechos 

consistentes en mensajes y/o discurso de odio, así como incitar a la 

violencia en contra de las candidatas y candidatos registrados para 

contender por el CDM en el Estado de Puebla, por lo anterior se formó 

el expediente CJ/QJA/027/2025. 

2.4. Resolución de la Comisión de Justicia. El veintitrés de marzo 

de dos mil veintiséis, se notificó a la promovente la resolución dictada 

por dicha Comisión, en la que se declaró parcialmente fundado e 

infundado respecto de los agravios planteados por la actora. 

2.5. Juicio de la Ciudadanía. Inconforme con lo anterior, el veintiséis 

de marzo de dos mil veintiséis, la parte actora presentó ante este 

Organismo Jurisdiccional un juicio de la ciudadanía, para controvertir 

la resolución de mérito. 

2.6. Integración del expediente y turno. Mediante proveído de 

veintisiete de marzo de dos mil veintiséis, el Magistrado Ponente 

ordenó la integración del expediente y registrarlo en el libro de 

gobierno con la clave TEEP-JDC-017/2026; así como turnarlo a su 

ponencia para formular el proyecto de resolución. 

2.7. Radicación. En misma fecha, se radicó en la Ponencia del 

Magistrado Presidente, el Juicio para la Protección de los Derechos 

Político-Electorales de la Ciudadanía y se reservó acordar sobre su 

admisión. 



TEEP-JDC-017/2026 

4 

2.8. Escrito. El veintisiete de mayo de dos mil veintiséis, la actora 

presentó un escrito, mismo que fue remitido a la Sala Regional, lo que 

dio origen al expediente SCM-AG-8/2026. 

2.9. Reencauzamiento. El nueve de junio de dos mil veintiséis, la Sala 

Regional emitió un acuerdo, mediante el cual determinó que este 

Tribunal Electoral es el competente para conocer del escrito 

presentado por la actora, por lo que lo reencauzó a este organismo 

jurisdiccional, para que, en libertad de atribuciones, se determinara lo 

que en derecho correspondiera. 

2.10. Admisión y cierre. Una vez que fueron estudiadas las 

constancias que integran el presente Juicio, en el momento procesal 

oportuno, el Magistrado Ponente determinó la admisión y cierre de 

instrucción a fin de emitir el proyecto de sentencia correspondiente. 

3. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el presente 

asunto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 116 fracción 

IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 

fracción IV, de la Constitución Local; 1 fracciones V y VII; 3, 8, 325, 

338 fracción III; 340 fracción II, 348 fracción II y 353 Bis del Código de 

Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla. 

Por ser la máxima autoridad jurisdiccional en materia electoral en el 

estado, organismo de control constitucional local, autónomo e 

independiente, de carácter permanente, encargado de garantizar que 

los actos y resoluciones electorales se sujeten invariablemente a los 

principios de constitucionalidad, legalidad y definitividad, rectores en 

los procesos electorales. 

Entonces, este organismo es competente para conocer y resolver el 

presente medio de impugnación al ser promovido por una militante del 

PAN, quien participó como candidata a ocupar la presidencia del 

Comité Directivo Municipal de dicho partido en Puebla, al controvertir 

una resolución de la Comisión de Justicia relacionada con dicho 

procedimiento de elección.    
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4. REQUISITOS DE PROCEDENCIA 

Se considera que la demanda cumple con los requisitos de 

procedencia establecidos el artículo 361 del CIPEEP por lo siguiente: 

4.1. Forma. La parte actora presentó su demanda por escrito, consta 

su nombre y su firma autógrafa, un correo para recibir notificaciones; 

el acto que combate y el órgano responsable; así como los hechos, los 

agravios en que basa su impugnación y el ofrecimiento de las pruebas 

que consideró pertinentes. 

4.2. Oportunidad. El Código Electoral Local en su artículo 353 Bis, 

establece que el juicio de la ciudadanía debe presentarse dentro de 

los cuatro días siguientes a partir de su notificación. 

Al respecto, obra en el expediente la constancia de notificación por 

estrados de la resolución impugnada, realizada el veintitrés de marzo 

de dos mil veintiséis, por lo que, si la demanda se presentó el veintiséis 

siguiente, es evidente que se hizo dentro del plazo de cuatro días 

previsto para ello. 

4.3 Legitimación. La parte actora tiene legitimación porque se ostenta 

como persona militante del PAN, quien participó como candidata a 

ocupar la presidencia del CDM y controvierte una resolución 

relacionada con dicho procedimiento.  

4.4 Interés jurídico. Asimismo, cuenta con interés jurídico, ya que 

fungió como parte promovente en la instancia partidista de origen. 

5. TERCERO INTERESADO 

Este organismo jurisdiccional advierte que de las constancias que 

integran el expediente, obra el escrito signado por Manuel Herrera 

Rojas, quien compareció en su carácter de tercero interesado y adujo 

un interés contrario al de la parte actora. 

En ese sentido, se le reconoce su calidad y la procedencia, al haber 

presentado su escrito ante el órgano responsable, precisando las 

alegaciones que estimó conducentes. 

Así mismo, del análisis de las constancias de publicitación del medio 

de impugnación, y de la cédula de retiro, es posible advertir que el 
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mismo se presentó previo al vencimiento del plazo de cuarenta y ocho 

horas que prevé el artículo 363 del Código de la materia, pues el medio 

de impugnación se publicó a las diez horas del primero de abril de dos 

mil veintiséis, por lo que el plazo transcurrió desde ese momento hasta 

la misma hora del tres de abril de la misma anualidad, y en la cédula 

de retiro se refiere que se presentó el escrito previo al retiro de 

estrados, de ahí que resulte oportuno1. 

En consecuencia, se le tiene por reconocido su carácter de tercero 

interesado en el presente asunto y, en consecuencia, su derecho de 

ser oído dentro de la figura que procesalmente le corresponde; al 

encontrarse colmados los requisitos de procedencia de su escrito. 

Sirve de sustento la jurisprudencia 29/2014, emitida por la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación de 

rubro: "TERCERO INTERESADO. TIENE ESE CARÁCTER QUIEN 

ADUZCA UNA PRETENSIÓN INCOMPATIBLE, AUN CUANDO SE 

TRATE DE ÓRGANOS DEL MISMO PARTIDO POLÍTICO".2 

6. PLANTEAMIENTO DEL CASO. 

6.1. Síntesis de la resolución impugnada. 

El veinte de marzo de dos mil veintiséis, la Comisión de Justicia del 

Consejo Nacional resolvió la queja identificada con la clave 

CJ/QJA/027/2025, interpuesta por María Guadalupe Leal Rodríguez, 

en contra de Manuel Herrera Rojas, por expresiones públicamente 

difundidas que a su consideración constituían mensajes violentos, 

denigrantes y contrarios a la normativa partidista. 

De dicha resolución se desprende que, respecto del primer agravio 

relativo a la posible negación al acceso de justicia partidista por el 

manejo de copias ante la CEPE, la Comisión de Justicia estimó tener 

dicho agravio como sustancialmente superado, toda vez que, si bien 

existieron inconsistencias en la presentación del medio de 

impugnación, el mismo ya había sido radicado, admitido, se había 

 
1 Visible en las fojas 000052 y 000053 del expediente en que se actúa. 
2 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, Año 7, Número 15, 2014, páginas 71 y 72. 
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dado vista al denunciado quien había ejercido su derecho de defensa. 

Por lo que, la Comisión de Justicia concluyó que el obstáculo procesal 

que la promovente denunció, no llegó a impedir la activación del 

sistema de justicia interna. 

Por otra parte, el órgano partidista determinó declarar parcialmente 

fundado el agravio principal relativo a la existencia de una expresión 

públicamente violenta y denigrante atribuible a Manuel Herrera Rojas, 

al considerar que, la locución empleada por el denunciado sí rebasó la 

libertad de expresión admisible en una contienda intrapartidista, pues 

fue una frase que denostaba a otra persona dentro de la contienda; sin 

embargo, en consideración del órgano responsable, su expediente no 

contiene elementos suficientes para declarar plenamente acreditado 

un discurso de odio en sentido estricto, ni tampoco todos los extremos 

de un procedimiento autónomo y completo de violencia política contra 

las mujeres en razón de género; motivo por el cual, concluyó que sería 

excesivo y riesgoso, con el material actualmente disponible, declarar 

más allá de lo que jurídicamente se acreditaba.  

En esa medida, determinó fundado el agravio relativo a la 

irregularidad de la expresión, pero infundado en cuanto a que 

pretendía tener por demostrado, con el estándar actual del expediente, 

el discurso de odio en sentido técnico más estricto, así como la 

responsabilidad colectiva de toda la planilla o una sanción máxima 

como la cancelación inmediata de la candidatura. 

Asimismo, la citada Comisión declaró infundados los planteamientos 

encaminados a fincar responsabilidad a la planilla denunciada en su 

conjunto, al argumentar, la falta de una prueba suficiente para atribuir 

coautoría, participación, aquiescencia específica o difusión personal 

del mensaje, por lo que la declaratoria que motivó la queja debería 

recaer únicamente sobre Manuel Herrera Rojas. 

Finalmente, dejó sin materia la solicitud de medidas cautelares al 

haber transcurrido la temporalidad específica para la que fue pedida, 

pero emitió un apercibimiento dirigido a Manuel Herrera Rojas para 

abstenerse de reiterar ese tipo de manifestaciones. 
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6.2. Síntesis de Agravios. 

La promovente aduce como agravios los siguientes: 

6.2.1. Violación al principio de legalidad. 

La parte actora sostiene que la Comisión de Justicia fue omisa en dar 

cumplimiento a lo establecido en los Estatutos y Reglamentos del 

PAN, toda vez que, si bien se acreditó la existencia de la conducta 

atribuible a Manuel Herrera Rojas, lo cierto es que no ordenó medidas 

cautelares, de protección o de reparación y no inscribió al denunciado 

en el catálogo de sujetos sancionados en materia de VPMRG. 

Lo anterior, pues únicamente se limitó a conminar al denunciado a 

abstenerse de reiterar expresiones de similar contenido en actos 

partidistas o en espacios de difusión pública relacionados con la vida 

interna del partido. 

Asimismo, asegura que la Comisión de Justicia no llevó a cabo la 

metodología de análisis para los estereotipos de género, lo que, a su 

parecer, trascendió en la no aplicación de acciones tales como 

medidas cautelares, previstas en la normatividad intrapartidista, 

tendientes a la prevención de posibles afectaciones irreparables a uno 

o más derechos.  

Finalmente, evidenció que, a su parecer, la responsable al no haber 

realizado estas acciones, permitió que las actitudes que motivaron la 

queja continuaran hasta llegar el día de la elección de la presidencia 

de CDM del PAN en el municipio de Puebla. 

6.2.2. Acreditación del video y de las expresiones denunciadas. 

La actora afirma que, a pesar de la omisión por parte de la Comisión 

de Justicia de desahogar el video, se tiene por acreditada la expresión 

señalada, en tanto que, el denunciado, al momento de ejercer su 

derecho de defensa y contestar a la queja, no desvirtuó dicha 

manifestación, por lo que, a su parecer, los hechos se emitieron bajo 

la normalización de estereotipos de roles de género implícitos y que 

han generado un ambiente de hostilidad y temor en su contra. 
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6.2.3. Contradicciones al declarar parcialmente fundado. 

La promovente sostiene que existe una incongruencia en la 

determinación del órgano responsable, pues, por una parte, tuvo por 

acreditada la conducta denunciada y la calificó como una expresión 

vulgar, hostil y de sometimiento hacia el adversario, contraria al 

estándar mínimo de civilidad democrática en la competencia 

intrapartidista; mientras que, por otra, resolvió declarar el asunto como 

parcialmente fundado, lo que, a su consideración, resulta 

contradictorio. 

Además, señala que, en el presente asunto, se acreditan los 

elementos de la jurisprudencia de rubro “VIOLENCIA POLÍTICA DE 

GÉNERO. ELEMENTOS QUE LA ACTUALIZAN EN EL DEBATE 

POLÍTICO”, en consecuencia, pide que se anule el proceso de 

elección de la presidencia del Comité Directivo Municipal en la que 

participó el denunciado Manuel Herrra Rojas por las declaraciones de 

violencia ejercidas en contra de la actora.    

7. PRETENSIÓN Y LITIS 

De los agravios manifestados por la parte actora, se desprende que 

su pretensión radica en que este Tribunal le conceda la razón y, en 

consecuencia, se revoque la resolución controvertida para efecto de 

que se ordene; 

Determinar la existencia de VPMRG, realizada por el denunciado en 

perjuicio de la actora y de la planilla que encabeza; la emisión de 

medidas cautelares, tales como la suspensión temporal del cargo 

partidista de la persona presuntamente agresora; la emisión de la 

medida de protección consistente en la abstención en todo momento, 

por parte del denunciado, de realizar conductas de intimidación o 

molestia hacia la actora; la inscripción del denunciado en el catálogo 

de personas sancionadas en materia de violencia política contra las 

mujeres en razón de género; y la emisión de medidas de reparación, 

tales como una disculpa pública en el mismo espacio donde fueron 

dadas las declaraciones de violencia y medios de comunicación, y su 

asistencia en cursos de sensibilización en materia de violencia de 

género.  
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La litis del presente asunto se centra en dilucidar si la resolución dentro 

del recurso de queja CJ/QJA/027/2025, emitida por la Comisión de 

Justicia, esta apegada a derecho y se encuentra debidamente fundada 

y motivada o no, como sostiene la parte actora.  

8.  MARCO NORMATIVO 

8.1. Fundamentación y motivación. 

La Constitución Federal en su artículo 14 señala que nadie podrá ser 

privado de su libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 

sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente 

establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 

hecho. 

Por su parte, el artículo 16 del mismo ordenamiento establece una 

garantía de seguridad jurídica fundamental para los gobernados al 

establecer que: “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 

domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 

escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal 

del procedimiento”. 

Así, el diverso 17 de la Constitución Federal fija que toda persona tiene 

derecho a que le administre justicia por tribunales que estarán 

expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 

emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. 

De lo anterior se advierte que las autoridades en atención al derecho 

de acceso a la justicia tienen la obligación de emitir sentencias o 

resoluciones en las que se funde y motive, tal y como lo establece la 

Constitución Federal y las normas aplicables en cada caso concreto. 

De esta forma, la fundamentación implica la expresión del precepto 

legal aplicable al caso, esto es, la obligación de la autoridad emisora 

del acto, de citar los preceptos legales y normativos, en que se apoya 

la determinación adoptada. 

Por su parte, la motivación radica en la necesidad de señalar las 

circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas 
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que se hayan considerado para la emisión del acto, es decir, la 

manifestación de los razonamientos sobre el por qué consideró que el 

caso concreto se adecua a la hipótesis normativa. 

El derecho de acceder a la justicia previsto en el artículo 17 de la 

Constitución Federal, se rige por el principio dispositivo, es decir, 

dependerá de la persona que se sienta agraviada con algún acto de 

autoridad que impulse, a través de la presentación de una demanda, 

la actuación del órgano jurisdiccional competente. 

Una vez que la persona solicite la intervención jurisdiccional, y previo 

al desahogo de las formalidades procesales, el órgano de impartición 

de justicia estará obligado a resolver la cuestión planteada, misma que 

se definirá con base en los hechos, pretensiones y agravios que 

exponga en la demanda y, en su caso, en la contestación, sin que el 

órgano jurisdiccional pueda añadir u omitir cuestiones que no hayan 

sido objeto del debate planteado. 

Además, el artículo 99 de la Constitución Federal, señala que las 

impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos 

político electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de 

afiliación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos del 

país, en los términos que señalen esta Constitución y las leyes, le 

corresponde resolver al Tribunal Electoral. 

De ahí que la procedibilidad, supone un obstáculo que debe superar 

en atención que se considera un presupuesto procesal, dado que su 

falta daría lugar a que no se configura una condición necesaria para la 

constitución del proceso, y con ello, se imposibilita el pronunciamiento 

por parte de los órganos jurisdiccionales para atender las 

controversias planteadas. 

De lo que resulta, la protección de la seguridad jurídica en los 

gobernados, respecto a la actuación de los órganos y funcionarios que 

los integran, en el ejercicio de su función pública correspondiente, tal 

como se precisa en el artículo 7 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Puebla. 
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Por su parte el artículo 353 Bis fracción IV del Código Local, establece 

que se podrá presentar Juicio de la Ciudadanía cuando se considere 

que los actos o resoluciones del partido político al que está afiliado 

violan alguno de sus derechos político-electorales. 

Por otro lado, el artículo 48 inciso a) de la Ley General de Partidos 

Políticos, establece que el sistema de justicia interna de los partidos 

políticos deberá tener una sola instancia de resolución de conflictos 

internos a efecto de que las resoluciones se emitan de manera pronta 

y expedita. 

Lo anterior, se correlaciona con el Reglamento de Justicia y Medios de 

Impugnación del PAN, que reconoce en la fracción VIII de su artículo 

segundo, como medios internos, el juicio de inconformidad, el recurso 

de queja, el recurso de reclamación, el procedimiento en materia de 

violencia política contra las mujeres en razón de género. 

8.2. Juzgar con perspectiva de género 

Ahora bien, para impartir justicia en atención a una igualdad sustantiva 

y no solo formal, las autoridades jurisdiccionales tienen la obligación 

de juzgar con perspectiva de género. Lo anterior, encuentra sustento 

en lo establecido en el Protocolo para juzgar con Perspectiva de 

Género, emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el cual 

a la letra dice:  

“Juzgar con perspectiva de género implica hacer realidad el 

derecho a la igualdad. Responde a una obligación 

constitucional y convencional de combatir la discriminación por 

medio del quehacer jurisdiccional para garantizar el acceso a la 

justicia y remediar, en un caso concreto, situaciones 

asimétricas de poder.”3  

Cabe hacer mención que el protocolo pretende hacer efectivos los 

compromisos adquiridos derivados de los tratados internacionales de 

los que México es parte, como la Convención sobre la Eliminación de 

todas las formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

 
3Consultable en la siguiente liga electrónica: 
https://www.sitios.scjn.gob.mx/codhap/sites/default/files/archivos/paginas/ProtocoIo
_perspec tiva_de_genero_REVDIC2015.pdf   
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contra la Mujer, "Convención de Belem Do Pará", a fin de combatir la 

desigualdad formal, material y estructural motivada por razones de 

género, que afecta los proyectos de vida de las personas y restringe o 

anula el ejercicio de sus derechos humanos. 

En otro aspecto, de acuerdo con la tesis aislada de rubro: "ACCESO 

A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS 

PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO"4, de la Primera 

Sala de la Suprema Corte de la Nación, este Tribunal tomará en cuenta 

los siguientes elementos:  

“…  

I. La existencia de situaciones de poder relacionadas con algún 

género que se traduzcan en un desequilibrio entre las partes de 

la controversia;  

II. Revisar los hechos y valorar las pruebas sin estereotipos o 

prejuicios de género con la finalidad de visualizar las 

situaciones de desventaja provocadas por condiciones de sexo 

o género;  

III. Las pruebas que haya reunido -de haberlo considerado 

necesario- para aclarar la situación de violencia, vulnerabilidad 

o discriminación por razones de género que existan en el caso;  

IV. Si detectara una situación de desventaja por cuestiones de 

género, cuestionará la neutralidad del Derecho aplicable y 

analizará el impacto de la resolución para lograr que sea justa 

e igualitaria de acuerdo con el contexto de desigualdad por 

condiciones de género;  

V. Aplicará los estándares de derechos humanos de todas las 

personas involucradas; y   

VI. Empleará lenguaje incluyente, es decir, evitará que el uso 

de lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, con el objeto 

de asegurar un acceso a la justicia sin discriminación por 

motivos de género. …”  

Bajo ese mismo orden de ideas, la Sala Superior ha emitido 

publicaciones como la “GUÍA PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA 

DE GÉNERO EN MATERIA ELECTORAL”, con el fin de establecer 

 
4 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 

de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de abril de 2016. 
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parámetros objetivos en los casos en los cuales se deba dar un 

enfoque especial a fin de visibilizar situaciones asimétricas. 

Todo lo antes mencionado debe ser tomado en consideración por este 

Organismo Jurisdiccional a fin de juzgar con perspectiva de género. 

9. ESTUDIO DE FONDO 

Los agravios se analizarán en el orden expuesto por la actora, 

atendiendo de manera individual cada uno de los planteamientos y 

exponiendo las consideraciones que emite este Tribunal, lo que no les 

genera afectación alguna, ya que lo trascendente es que todos sean 

debidamente estudiados. 

9.1. Violación al principio de legalidad. La actora señala que la 

Comisión de Justicia fue omisa en ordenar medidas cautelares, de 

protección o de reparación, así como de inscribir al denunciado en el 

catálogo de sujetos sancionados en materia de VPMRG. 

También señaló que la Comisión de Justicia no llevó a cabo la 

metodología de análisis para los estereotipos de género, lo que, a su 

parecer, trascendió en la no aplicación de acciones tales como 

medidas cautelares, previstas en la normatividad intrapartidista, 

tendientes a la prevención de posibles afectaciones irreparables a uno 

o más derechos.  

Además, argumentó que, a su parecer, la responsable al no haber 

realizado estas acciones, permitió que las actitudes que motivaron la 

queja continuaran hasta llegar el día de la elección de la presidencia 

de CDM del PAN en el municipio de Puebla. 

Respuesta. 

El agravio es parcialmente fundado en razón de lo siguiente. 

La parte actora aduce una violación al principio de legalidad derivado 

de que para la elaboración de la resolución de la Comisión de Justicia 

se dejaron de observar los artículos 77, 88, 89, 90 y 96 del Reglamento 

de Justicia y Medios de Impugnación. Refiere que, la expresión “nos 

las vamos a chingar por segunda vez” realizada por el denunciado y 
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tercero interesado dentro del presente medio de impugnación, es 

motivo suficiente para que se considere que este ejerció VPMRG en 

su contra.  

Por ello, afirma que debió aplicarse el marco jurídico interno del partido 

político y demás criterios jurisprudenciales referentes al procedimiento 

y la emisión de medidas correspondientes por la comisión de VPMRG.  

Resulta importante precisar que el escrito presentado por la actora el 

dos de diciembre de dos mil veinticinco, fue una “queja” por “mensajes 

o discurso de odio, así como incitar a la violencia en contra de las 

candidatas y candidatos registrados para contender por el Comité 

Directivo Municipal en el Estado de Puebla”, en dicho recurso la actora 

solicitó se le otorgaran medidas cautelares consistentes en “suspender 

todo tipo de difusión de mensajes de odio, así como cualquier tipo de 

mensaje que incite a la violencia derivado de la asamblea municipal 

del PAN que iba a realizarse el siete de diciembre de dos mil 

veinticinco” y que “se sancionara a las candidatas y candidatos que 

emitieron los mensajes de odio que incitaban a la violencia”. 

La actora fundamentó su escrito de queja con los artículos 14 y 16 de 

la Constitución Federal, así como los artículos 74, 75 y 76 del 

Reglamento de Justicia, por lo que al tratarse de un recurso 

intrapartidista resulta fundamental precisar lo señalado por los 

artículos de dicha normativa. 

“Artículo 74.- De conformidad con el artículo 89 de los Estatutos 

Generales, durante los procesos internos de selección de 

candidaturas, y hasta antes de la jornada electiva, los y las 

precandidatas podrán interponer el Recurso de Queja, en contra de 

otros precandidatos o precandidatas por la presunta violación a los 

Estatutos, a los Reglamentos, documentos básicos y demás 

normatividad del Partido, ante la Comisión, quien resolverá en 

definitiva y única instancia.” 

“Artículo 75.- El recurso de queja se podrá interponer ante la 

Comisión Nacional de Procesos Electorales, o bien, ante las 

Comisiones Estatales o auxiliares que ésta designe; mismas que de 

inmediato deberán dar el trámite correspondiente conforme a este 

Reglamento.” 
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“Artículo 76.- Los recursos de queja, deberán quedar resueltos a más 

tardar tres días después de la celebración de la jornada electiva.”  

Ante el recurso de queja presentado por la actora, la Comisión de 

Justicia, mediante sentencia de veinte de marzo del año en curso, 

determinó calificar como parcialmente fundados los agravios 

expuestos por la actora, relativos a la existencia de expresiones 

violentas y denigrantes contrarias a los principios de respeto, civilidad, 

dignidad e igualdad que deben regir la contienda intrapartidista del 

PAN. 

Por otra parte, determinó la no existencia de VPMRG. 

Señaló que la solicitud de medidas cautelares había quedado sin 

materia.   

Por último, determinó conminar a Manuel Herrera Rojas a abstenerse 

de reiterar expresiones similares en actos partidistas o espacios de 

difusión pública relacionados con la vida interna del PAN. 

Es importante ser reiterativo con lo anterior, ya que, de una lectura 

integral de la demanda dentro del expediente que se actúa, se advierte 

que la actora argumenta que la Comisión de Justicia no llevó a cabo 

la metodología de análisis para los estereotipos de género, así como 

que tampoco inscribió al denunciado en el catálogo de sujetos 

sancionados en materia de VPMRG. 

Debe apuntalarse que la actora en su recurso de queja primigenio, no 

denunció de forma directa la probable existencia de VPMRG, así como 

tampoco, solicitó la inscripción del denunciado en el catálogo de 

sujetos sancionados en materia de VPMRG. 

Sin embargo, esa situación no exime a la autoridad responsable de 

dar inicio oficiosamente al procedimiento respectivo, tal como se 

precisa en el artículo 85 del Reglamento de Justicia y Medios de 

Impugnación. 

“Artículo 85.- El procedimiento en materia de violencia política contra 

las mujeres en razón de género podrá iniciarse de oficio por la 

Comisión cuando derivado de la substanciación de alguna denuncia, 

se adviertan hechos y sujetos distintos, que puedan constituir otras 



TEEP-JDC-017/2026 

17 

violaciones o responsabilidades. En caso de ser procedente, se 

ordenará dar vista a diversas autoridades competentes para conocer 

los hechos.” 

Lo anterior cobra especial relevancia, ya que si bien es cierto la actora 

no mencionó expresamente en su recurso de queja la existencia de 

VPMRG, en la sentencia emitida por la autoridad responsable y aquí 

estudiada sí se hizo mención expresa de hechos que podría constituir 

dicha violencia, como se transcribe a continuación:  

“Existen indicios serios de una dimensión de género: el proceso de 

renovación partidista se desarrollaba para una presidencia reservada 

a mujeres; la publicación difundida por el medio de comunicación 

imprimió la frase en femenino ("nos las vamos a chingar); y el 

mensaje fue emitido por un candidato de la planilla contendiente 

contra otra planilla encabezada por una mujer. Todo ello obliga a esta 

Comisión a realizar un examen con perspectiva de género y a 

descartar cualquier aproximación formalista o trivializante del agravio. 

No obstante, el expediente no contiene elementos suficientes para 

declarar, con el grado de certeza requerido para una calificación 

sancionatoria más intensa, que quedó plenamente acreditado un 

discurso de odio en sentido estricto, ni tampoco todos los extremos 

de un procedimiento autónomo y completo de violencia política contra 

las mujeres en razón de género. Lo anterior porque: a) no obra el 

video original ni una diligencia técnica integral del enlace; b) subsiste 

ambigüedad sobre la literalidad exacta del pronombre empleado; c) 

no hay prueba de reiteración sistemática o campaña continuada; y d) 

no se siguió en este expediente, desde su inicio, la sustanciación 

específica prevista para el procedimiento autónomo de VPMRG de 

los artículos 77 a 95 del Reglamento. Por tanto, sería excesivo y 

jurídicamente riesgoso, con el material actualmente disponible, 

declarar más allá de lo que objetivamente se acredita.”5 

De lo antes señalado se advierte que, la autoridad responsable fue 

omisa en iniciar de forma oficiosa el procedimiento de VPMRG 

respectivo, ya que si bien es cierto la parte actora no lo solicitó de 

forma expresa en su recurso de queja, la propia autoridad responsable 

 
5 Visible en las fojas 37 y 38 del expediente en que se actúa. 
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señaló en su sentencia que “existen indicios serios de una dimensión 

de género”. 

Ante ello y por lo señalado en la normativa intrapartidista, en su artículo 

85, la autoridad responsable tenía la obligación de dar inicio al 

procedimiento respectivo o para el caso dar vista con los hechos a la 

autoridad competente, supuesto que no aconteció y de ahí lo fundado 

del agravio. 

Por otro lado, la actora refiere que la autoridad responsable fue omisa 

en pronunciarse respecto a su solicitud de ordenar medidas 

cautelares, de protección o de reparación. 

En ese sentido, le asiste la razón a la parte actora ya que la 

responsable, no se pronunció sobre la solicitud realizada por la actora 

en su recurso de queja primigenio.  

El artículo 88 del Reglamento de Justicia y Medios de Impugnación 

señala:  

“Artículo 88.- En cualquier momento, la Comisión podrá acordar 

oficiosamente o a solicitud de parte una o varias de las siguientes 

medidas cautelares, así como los mecanismos necesarios para 

garantizar su cumplimiento:  

I. Análisis de riesgos y plan de seguridad conforme;  

II. Retiro inmediato de la campaña violenta contra la víctima, haciendo 

públicas las razones, por las mismas vías en que fue cometida la falta;  

III. Cuando la conducta sea reiterada por lo menos en una ocasión, 

suspender el uso de las prerrogativas asignadas a la persona 

agresora;  

IV. Ordenar la suspensión temporal del cargo partidista de la persona 

agresora cuando así lo determine la gravedad del acto; y  

V. Cualquier otra requerida para la protección de la mujer víctima o 

víctimas indirectas que ella solicite.” 

De las constancias del expediente en que se actúa se identifica que la 

responsable no realizó pronunciamiento alguno sobre la solicitud 

realizada por la actora, en la que pidió: “suspender todo tipo de difusión 
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de mensajes de odio, así como cualquier tipo de mensaje que incite a la 

violencia derivado de la asamblea municipal del PAN que iba a realizarse el 

siete de diciembre de dos mil veinticinco”. 

La responsable se limitó a señalar en la resolución impugnada: 

“La solicitud formulada por la actora para que esta Comisión ordenara 

de manera urgente la suspensión de mensajes o acciones que 

incitaran a la violencia antes de la Asamblea Municipal del 7 de 

diciembre de 2025 ha quedado sin materia, porque la temporalidad 

específica para la que fue pedida ya transcurrió. La extinción del 

objeto cautelar no elimina el deber de resolver el fondo, pero si impide 

emitir, ex post, una medida instrumental diseñada para evitar un 

evento ya acontecido. Ello se determina sin perjuicio de que, si 

subsistieran actos posteriores de riesgo o agresión, la promovente 

pueda acudir a las vías específicas de protección y, en su caso, 

solicitar medidas conforme al procedimiento autónomo de violencia 

política contra las mujeres en razón de género.” 

Si bien es cierto, el Reglamento de Justicia, establece las medidas 

cautelares y de protección dentro del procedimiento de VPMRG, 

también lo es que la autoridad responsable fue omisa en no 

pronunciarse oportunamente respecto, el inicio al procedimiento antes 

señalado y consecuentemente, dicha autoridad o la competente, en 

pleno uso de sus facultades dentro de dicho procedimiento, analizar la 

solicitud de medidas cautelares y para el caso determinar otorgarlas o 

no, de ahí lo fundado del agravio expuesto por la actora.  

Todo lo antes señalado se corrobora atendiendo a la jurisprudencia de 

la Sala Superior 48/2016 de rubro “VIOLENCIA POLÍTICA POR 

RAZONES DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES ELECTORALES 

ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA AFECTACIÓN DE DERECHOS 

POLÍTICOS ELECTORALES.”, en la que se señala que el derecho de 

las mujeres a una vida libre de discriminación y de violencia, se traduce 

en la obligación de toda autoridad de actuar con la debida diligencia y 

de manera conjunta para prevenir, investigar, sancionar y reparar una 

posible afectación a sus derechos.  

En consecuencia, cuando se alegue VPMRG, problema de orden 

público, las autoridades electorales deben realizar un análisis de todos 
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los hechos y agravios expuestos, a fin de hacer efectivo el acceso a la 

justicia y el debido proceso. Debido a la complejidad que implican los 

casos de VPMRG, así como a la invisibilización y normalización en la 

que se encuentran este tipo de situaciones, es necesario que cada 

caso se analice de forma particular para definir si se trata o no de 

violencia de género y, en su caso, delinear las acciones que se 

tomarán para no dejar impunes los hechos y reparar el daño a las 

víctimas. 

Finalmente, la actora también señala como agravio la omisión de la 

autoridad responsable de inscribir al denunciado en el catálogo de 

sujetos sancionados en materia de VPMRG. 

Respecto de dicha manifestación, no le asiste la razón a la actora, 

ya que, hasta este momento, no se ha iniciado el procedimiento de 

VPMRG respectivo, en contra del denunciado dentro del recurso de 

queja, en ese sentido, no existe una sentencia donde se sancione a 

dicha persona, por lo que consecuentemente no debe de estar inscrito 

en el catálogo de sujetos sancionados en materia de VPMRG, hasta 

este momento.  

De ahí que se determine como parcialmente fundado el agravio 

esgrimido por la recurrente. 

9.2. Acreditación del video y de las expresiones denunciadas. La 

actora afirma que, a pesar de la omisión por parte de la Comisión de 

Justicia de desahogar el video, se tiene por acreditada la expresión 

denunciada, en tanto que, el denunciado, al momento de ejercer su 

derecho de defensa y contestar a la queja, no desvirtuó los dichos 

denunciados, mismos que, a su parecer, se emitieron bajo la 

normalización de estereotipos de roles de género implícitos y que han 

generado un ambiente de hostilidad y temor en su contra. 

Respuesta. 

El agravio es fundado como a continuación se razona.  

La autoridad responsable declaró como cierta y existente la frase “nos 

la vamos a chingar” y/o “nos los vamos a chingar”, bajo esa lógica 
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determinó la existencia de una expresión públicamente violenta y 

denigrante realizada por Manuel Herrera Rojas en contra de la actora. 

Sin embargo, dentro de la misma sentencia por cuanto hace a la 

VPMRG señaló:  

“No obstante, el expediente no contiene elementos suficientes para 

declarar, con el grado de certeza requerido para una calificación 

sancionatoria más intensa, que quedó plenamente acreditado un 

discurso de odio en sentido estricto, ni tampoco todos los extremos 

de un procedimiento autónomo y completo de violencia política contra 

las mujeres en razón de género. Lo anterior porque: a) no obra el 

video original ni una diligencia técnica integral del enlace; b) subsiste 

ambigüedad sobre la literalidad exacta del pronombre empleado; c) 

no hay prueba de reiteración sistemática o campaña continuada; y d) 

no se siguió en este expediente”  

Es decir, sin el desahogo correspondiente y/o la prueba técnica 

adecuada, por una parte, determinó la existencia de la frase por cuanto 

hace una expresión públicamente violenta y denigrante, pero por otro 

lado respecto a la VPMRG, señaló que no existían los medios de 

prueba idóneos para determinar la existencia de la VPMRG. 

Por lo anterior, resulta evidente, la omisión de la autoridad responsable 

de realizar la verificación y certificación del contenido denunciado, 

para con ello, estar en posibilidad de contar con los medios de prueba 

idóneos para realizar un pronunciamiento sobre la existencia o no de 

los hechos denunciados. 

Por ello lo fundado del agravio. 

9.3. Contradicciones al declarar parcialmente fundado. La actora 

señala que existe incongruencia en la determinación del órgano 

responsable, al haber declarado su agravio como parcialmente 

fundado. 

Respuesta. 

El agravio es fundado como se expone en seguida. 

Tal como se argumentó con anterioridad, la autoridad responsable, por 

una parte, determinó la existencia de la frase por cuanto hace una 
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expresión públicamente violenta y denigrante, pero por otro lado 

respecto a la VPMRG, señaló que no existían los medios de prueba 

idóneos para determinar la existencia de la misma. 

Como se precisó en el estudio del agravio anterior, resulta evidente, la 

omisión de la autoridad responsable de realizar la verificación y 

certificación del contenido denunciado, para con ello, estar en 

posibilidad de contar con los medios de prueba idóneos para realizar 

un pronunciamiento sobre la existencia o no de los hechos 

denunciados. 

Lo antes mencionado era obligatorio, ya que la litis a analizar en el 

recurso primigenio era el otorgamiento de las medidas cautelares 

solicitadas y se tenía que tomar como indicio que daba sustento 

probatorio a dicha solicitud el contenido del enlace que constituía los 

hechos denunciados.    

Bajo esa premisa, la autoridad responsable no solo fue omisa en 

otorgar las medidas cautelares, e iniciar el procedimiento de VPMRG, 

si no, que no realizó la certificación de existencia del contenido y con 

ello estar en aptitud de realizar un pronunciamiento sobre la existencia 

o no tanto de los mensajes o discursos de odio, como la existencia de 

VPMRG.  

Lo anterior cobra relevancia con la jurisprudencia de registro digital: 

166586, de rubro “PRUEBAS. SU VALORACIÓN CONSTITUYE UNA 

FORMALIDAD QUE ATAÑE A LA DECISIÓN JUDICIAL Y NO DEL 

PROCEDIMIENTO”, la cual establece que la valoración probatoria 

exige atender la estructura formal, secuencial y argumentativa de la 

resolución misma, al tener de los principios fundamentales de orden 

lógico de congruencia, consistencia y no contradicción, aplicados 

de manera directa en la exposición de los argumentos que soportan la 

decisión. 

Por ello, le asiste la razón a la parte actora, ya que la sentencia en ese 

sentido es contradictoria, bajo ese tenor, se ha pronunciado la Sala 

Superior en el siguiente criterio jurisprudencial “CONGRUENCIA 

EXTERNA E INTERNA. SE DEBE CUMPLIR EN TODA 
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SENTENCIA.”6 La cual exige que en las sentencias no se contengan 

consideraciones contrarias entre sí o con los puntos resolutivos, 

supuesto que no acontece en el presente asunto.  

9.4. Solicitud de nulidad del proceso de elección del Comité 

Directivo Municipal del PAN, en Puebla.  

Respecto la solicitud de la actora de declarar la nulidad del proceso de 

elección de la Presidencia del Comité Directivo Municipal de Puebla, 

se advierte en un primer momento que dicho agravio resulta novedoso, 

pues en el recurso de queja primigenio la actora no impugnó o se 

inconformó de los resultados del proceso de elección antes 

mencionado, aunado a que la queja presentada por la actora no es la 

vía idónea para reclamar la nulidad de la elección del Comité Directivo 

Municipal, sino que el medio de impugnación que debió promover es 

el Juicio de Inconformidad, sumado a que del artículo 59 el 

Reglamento de Justicia y Medios de Impugnación se desprende lo 

siguiente: 

“Artículo 59.- Los Juicios de Inconformidad que se interpongan con 
motivo de los resultados de los procesos de selección de 
candidaturas o que soliciten la nulidad de todo un proceso de 
selección de candidaturas, deberán presentarse dentro de los tres 
días siguientes a la fecha de la Jornada Electoral, y sólo podrán 
promoverse por los precandidatos o precandidatas.” 

De lo anterior, se advierte que el plazo para interponer un juicio de 

inconformidad en contra de los resultados de selección de 

candidaturas es de tres días contados a partir de la fecha de la Jornada 

Electoral, por lo que no es el momento procesal oportuno para la 

interposición de dicho recurso. 

En ese sentido, no le asiste la razón a la actora, al solicitar que se 

declare la nulidad del proceso de elección interpartidista.       

Finalmente, no se pasa por alto que, tal como se desprende del 

apartado de antecedentes, el veintisiete de mayo de dos mil veintiséis, 

la actora presentó un escrito, mediante el cual promovió una excitativa 

de justicia, esto, con el fin de que este órgano jurisdiccional resolviera 

 
6 Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, Año 3, Número 5, 2010, páginas 23 y 24. 
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el presente Juicio de la Ciudadanía con urgencia a fin de dotarla de 

certeza jurídica. 

En ese sentido, con la emisión de la presente sentencia, es evidente 

que su pretensión ha sido alcanzada, por lo que su excitativa de 

justicia queda sin materia7. 

10. SENTIDO Y EFECTOS. 

Con sustento en el marco normativo y jurisprudencial analizado, al 

haberse calificado como parcialmente fundado y fundados los 

agravios de la promovente, se ordenan los siguientes efectos: 

1. Se revoca la resolución impugnada y se ordena a la responsable 

que dicte la resolución que en derecho corresponda dentro del 

expediente CJ/QJA/027/2025 en un plazo no mayor a DIEZ DÍAS 

HÁBILES. 

2. Se ordena realizar la certificación de verificación y existencia del 

enlace aportado por la actora en el recurso de queja primigenio, 

posterior a ello, y tomando como base ese desahogo, analizar si el 

sujeto denunciado en dicho recurso cometió una falta o no.  

3. Aunado a lo anterior, una vez realizado el desahogo antes 

mencionado, se ordena a la responsable dar inicio al procedimiento de 

VPMRG intrapartidista de forma inmediata, respecto los hechos 

denunciados por la actora, tomando en consideración lo establecido 

en el capítulo XXIV del Reglamento de Justicia y Medios de 

Impugnación del PAN. 

Y, una vez que se haya pronunciado tanto del recurso de queja 

primigenio como del procedimiento intrapartidista de VPMRG, deberá 

informarlo a este Tribunal. 

Lo mencionado a través de la misma o de la autoridad Intrapartidista 

que tenga competencia para iniciar y substanciar dicho procedimiento. 

 
7 Criterio similar adoptó la Sala Regional al resolver los juicios de la ciudadanía SCM-
JDC-342/2025 y SCM-JDC-29/2026, entre otros. 
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Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 116 fracción IV de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 fracción IV 

de la Constitución Local; 1 fracciones V y VII, 3, 8, 325, 338 fracciones 

I y III, 340 fracción II, 348 fracción II, 353 Bis y 354 párrafo segundo 

del Código Local se: 

11. RESUELVE: 

PRIMERO. Se declaran como parcialmente fundado y fundados los 

agravios planteados por la parte actora precisados en el considerando 

9.  

SEGUNDO. En consecuencia, se revoca la resolución impugnada, 

para los efectos preciados en el apartado 10 de la presente resolución.  

NOTIFÍQUESE en términos de ley. En su oportunidad, archívese el 

presente expediente como asunto concluido. 

Así lo resolvieron y firmaron en esta fecha, por UNANIMIDAD de votos 

y SESIÓN PÚBLICA el Magistrado Presidente, la Magistrada y el 

Magistrado en Funciones, que integran el Tribunal Electoral del Estado 

de Puebla, ante el Secretario General de Acuerdos en Funciones, 

quien autoriza y da fe. 

MAGISTRADO PRESIDENTE 

 

 

 

 

 

MAGISTRADO EN FUNCIONES  

 

 

 

 

 

MAGISTRADA 

 

 

 

 

 

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS EN FUNCIONES 
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